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Catastro y equidad fiscal 

e uando afrontamos el análisis de los 
objetivos alcanzados desde la pues­
ta en marcha del Plan de actualiza­

ciones del Catastro, Llevado a cabo por la 
Dirección General del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tributaria 
en los últimos tres años, podríamos li­
mitarnos a realizar un mero listado de 
resultados, que no tuviera mayor conte­
nido que la enumeración de una serie 
de datos indicativos de los objetivos al­
canzados. Sin em bargo, entiendo que 
sería desaprovechar una oportunidad 
magnífica s1 dejásemos pasar este nú­
mero de la revista CT /Catastro sin hacer 
al menos algunas reílexiones puntuales 
sobre el significado del Plan de acruali­
zac10nes del Catastro y qué objetivos se 
están alcanzando ponie ndo en m ar­
cha un mecanismo de tan complicado 
diseño político y compleja ejecución 
técnica. 

Evidentemente, podemos afrontar el 
análisis de la ideología que soporta el 
actual Plan de actualizaciones del Catas­
tro desde muy diversas ópticas. Con to­
da seguridad , el tema nos permitiría su 
estudio desde el punto de vista estricta­
mente político, desde la mera técnica 
catastral , o desde un enroque netamen­
te tributario. Sin embargo, mi intención 
es huir de estas reflexiones, que por 
otra parre son perrectamente analizadas 
en otros trabajos de este mismo núme­
ro de la revista, para limitarme a res­
ponder a tres preguntas que, a mi juicio, 
surgen de forma espontánea y generali ­
zada en la mente de todos aquellos ciu­
dadanos que reciben una notificación 
conteniendo los nuevos valores catas-

trates derivados de las revisiones efec­
tuadas. Estas tres preguntas serían las 
siguientes: 

• ¿Por qué es necesario disponer de 
unos valores catastrales ajustados a la 
realidad? 

• ¿Por qué hay que actualizar perió­
dicamente los valo res catastrales me­
diante procesos de revisión/ 

• y finalm ente, ¿qué efectos reales 
producen las revisiones catastrales so­
bre los tributos que paga el ciudadano?. 

Entiendo que si lográsemos h acer 
llegar a cada ciudadano una respuesta 
adecuada a escas tres preguntas, el pro­
ceso de revisión del Catastro sería me­
jo r comprendido y aceptado. Por ello 
quiero dedicar la primera parte de este 
a rtículo a contestar dichas cuestiones, 
dejando para la segunda parte un análi­
sis más detallado de los resultados ob­
tenidos en los tres años de vigencia del 
Plan. 

El valor catastral con10 
fundainento de equidad 
distrjbutiva 

Es un principio generalmente admi­
tido que en lo que respecta a la distri­
bución de los «costes de la ciudad», el 
valor de los inmuebles es un buen indi­
cador de la capacidad de pago de su 
propietario. También se admite con ca­
rácter general que la acción municipal 
incide en la apreciación del valor de es­
tos bienes. De estos dos p rincipios se 
infiere que una de las ro rmas más equi­
tativas de repartir el «coste de la ciu-
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dad» es hacerlo en fondón del valor de 
los bienes inmuebles, dado que el mis­
mo reíleja no sólo la re lativa capacidad 
ele pago de su propietario, sino también 
la incidencia sob re dichos b ienes de las 
actuaciones municipales. 

Atendiendo a este razonamiento pa­
rece claro que dado que existe un tribu­
to municipal, el lmpuesto sobre Bienes 
Inmuebles (IBI), que gira sobre el valor 
catastral de estos bienes, este valor (el ca­
tastral) debe co rresponderse, en térmi­
nos ele justicia distributiva, con el valor 
real de los citados inmuebles. Por ello es 
importante que se entienda con claridad 
cómo se determina el valor catastral. 

Para la obtención del valor catastral 
de cada bien inmueble se analiza y es­
tudia no sólo su superficie, linderos y 
demás datos rísicos y jurídicos, sino, y 
muy espectalmente, su valor de merca­
do y otros datos económicos (l). 

Estos elatos, prev iamente captura­
dos, se someten a cienos procesos de 
cálculo (que co nstituyen la aplicación 
informática de valo ración catastral) y a 
unos procedimientos de coordinación 
en los que participan rep resentantes de 
las tres admi nist raciones (Estado, Co­
munidades Autónomas y Ayuntamien­
tos). Con ello se obtienen unos resulta­
dos que comportan las siguientes carac­
terísticas sustanciales: 

El valor catastral tiene una referencia 
con el valor de mercado del bien. Esta 

( l ) Ver el artículo «Valores catastrales revi­
sados y su relación con los valores de mercado» 
de Dolores Aguado, en este mismo número. 



referencia no supone sin embargo una 
identidad. Por decisión del Minislerio 
de Economía y Hacienda, la referencia 
eslá fijada en el 50% del valor de mer­
cado. Ello quiere decir que el valor ca­
lastral de un inmueble que se revisa, de­
be siluarse en torno a la milad del p re­
cio que tendría dicho inmueble si fuese 
vendido en el momento en el que se 
realiza esta valoración. De esta manera, 
el valo r catastral se aleja consciente­
mente de la componente especulativa y 
de op ortunidad que contiene toda tran­
sacción inmobiliaria, al tiempo que in­
cide hacia la baja en la influencia que el 
valor del inmueble ejerce en el régimen 
fiscal general. 

Este valor es consecuencia de un 
proceso homogéneo y normalizado de 
valoración. Con ello se aisla de inter­
pretaciones y apreciaciones personales 
que podrían acabar creando valores 
muy diferenciados para inmuebles de 
similares características (constructivas 
y de posición). El proceso contiene, 
pues, grand es dosis de objetividad y 
transparencia. 

Dentro d e la relativa arbitrariedad 
que todo proceso de valoración inmo­
biliaria comporta (por los elementos de 
estimación, de subjetividad y de expec­
tativas que el mismo incorpora), la va­
loración catastral, al efectua rse a través 
de un procedimiento completamente 
reglado, minimiza el riesgo de sesgar el 
resultado por ponderaciones excesivas 
de elementos de los inmuebles no sufi­
cientemente contrastadas. 

El valor catasnal de cada bien in­
mueble no es una realidad aislada, sino 
que debe fo rmar parte, en régimen de 
concordancia y armonía, del conjunto 
de valores catastrales. Por esta razón, 
uno de los principales cometidos que 
se llevan a cabo para delerminar los va­
lores catastrales ele los diferentes in­
muebles es el de su coordinación. Con­
secuencia de ello es que el valor catas­
tral de cualquier bien inmueble debe 
ser concordante con los de otros bie­
nes situados en distintas zonas del pa­
ís. Esto supone que el ámbito devalo-

ración catastral abarca todo el territo­
rio nacional (a excepción del País Vas­
co y Navarra), el cual es tratado como 
un todo continuo en el que no se esta­
blecen cortes ni diferencias de criterios 
de valoración. 

A modo de síntesis, lo expuesto en 
este apartado puede resumirse en las si ­
guientes observaciones: 

• el valor de los bienes inmuebles es 
un buen indicador tanto de la capaci­
dad de pago de su propietario, como de 
los beneficios que el mismo recibe de la 
actuación municipal. Por consiguiente, 
repartir las cargas municipales en fun­
ción de este indicador es un principio 
que conjuga mejor que otros con la jus­
ticia distributiva; 

• la aproximación administrativa 
más objetiva y transparente de este va­
lor es, precisamente, el valor catastral, 
dado que su obtención se realiza a tra­
vés de un procedimiento no sólo regla­
do, homogéneo, normalizado y coordi­
nado con el resto de valores catastrales, 
sino que tiene como referente un valor 
objetivo del bien, cual es su valor de 
mercado; 

• el objetivo básico de las revisiones 
catastrales no es otro que elevar la equi­
dad distributiva del sistema fiscal en ge­
neral, y de la fiscalidad local en particular. 

El objetivo básico ele los 
procesos de revisiones 
catastrales 

El valor catastral del bien inmueble, 
por estar relacionado con el valor real del 
bien (valor de mercado) aislando al mis­
mo de sus componentes especulativos y 
de oportunidad, por estar determinado a 
través de un proceso reglado, homogé­
neo y normalizado de valoración, y por 
configurarse como valor en concordan­
cia y armonía con el resto de valores (a 
través de los procedimientos de coordi­
nación) constituye un elemento objetivo 
y transparente sobre el que distribuir 
con justicia las cargas fiscales. 

Ahora bien, el dinamismo de las ciu-

dades (sometidas a continuos procesos 
de crecimiento y mejoras, y a recurren­
tes alteraciones del planeamiento urba­
nístico) y la diferente evolución secto­
rial y espacial de los precios (co nse­
cuencia de comportamientos dispares 
de los factores de oferta y demanda) 
conducen a cambios en los precios re­
lativos de los in muebles. Estos proce­
sos, al cabo del tiempo, distorsionan la 
correspondencia que inicialmente ha 
debido existir entre los valores catastra­
les y los valores de mercado de estos 
bienes. El sistema deviene entonces in­
jusro a su finalidad de servir de soporte 
a una distribución equitativa del «coste 
de la ciudad». Se hace n ecesario, por 
consiguiente, reajustarlo de nuevo, es 
decir, reajustar los precios relativos de 
los inmuebles existentes, e incorporar a 
la base de la distribución los nuevos 
bienes que se han ido produciendo. 

Este es el fundamento de las revisio­
nes y modificaciones catastrales. Así lo 
entend ió la Ley Reguladora de las Ha­
ciend as Locales que contempla dos 
procedimientos de actualización: el 
anual, de carácter general, y los proce­
sos de revisión. 

La actualización anual, que se efectúa 
por aplicación de un índice de precio (o 
coeficiente de actualización) estableci­
do en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado de cada ejercicio, lo único 
que pretende es evitar un desfase gene­
ralizado entre los valores catastrales y 
los precios reales de los bienes. Sin em­
bargo, esta actualización, al aplicarse de 
forma generalizada, no evita la distor­
sión de precios relativos que, al cabo 
del tiempo, se opera en el sector inmo­
biliario. Por esta razón, la Ley Regulado­
ra de las Haciendas Locales estipula la 
obligatoriedad de revisar los valores ca­
tastrales, en ausencia de otras causas, 
como máximo cada ocho años, o bien, 
siempre que se pongan de manifiesto 
diferencias sustanciales entre los valo­
res catastrales y los valores de mercado, 
sea por modificaciones del planeamien­
to urbanístico, sea por cualquier otra 
circunstancia. 
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Los efectos de las 
revisiones catastrales 
sobre el actual esquema 
de fiscalidad inmobiliaria 

Ya ha quedado expuesto el objetivo 
básico de las revisiones catastrales: ha­
cer que la distribución de las cargas fis­
cales sea equitativa. Este y no otro es el 
fin de la revisión. Ocurre, sin embargo, 
que los procesos de revisiones conlle­
van, normalmente, aumento en térmi­
nos nominales de los valores catastra­
les. Ello ha generado el espejismo d e 
que se produce una traslación automá­
tica del incremento del valor catastral 
hacia un aumento de la imposición ge­
neral y de las cargas fiscales individua­
les. Sin embargo, esto no es así. 

La cuota que paga el ciudadano p or 
el IBI es, en términos generales (es de­
cir, no tomando en consideración las 
exenciones y bonificaciones que, en su 
caso, puedan proceder), el resultado de 
aplicar a la base imponible del tributo 
(que es el valor catastral) el tipo de gra­
vamen que fija el Ayuntamiento. Por 
consiguiente, el resultado final depende 
de las variaciones que sufran estas dos 
variables. Si el tipo impositivo perma­
nece inalterado, obviamente, un incre­
mento de la base imponible supondrá, 
automáticamente, un incremento de la 
cuota en la misma proporción . Esta 
traslación no se produce, si el tipo im­
positivo baja en la medida adecuada. 

Para que resulte manifiesto que la fi­
nalidad última de las revisiones catas­
trales es contribui r a una distribución 
más equitativa de las cargas fiscales, y 
no a su incremento, el Estado ha pues­
to a disposición d e las haciendas co­
rrespondientes (Estatal y Local) un con­
junto de medios que permiten no deri­
var de una revisión aumento de presión 
fiscal. 

Aunque el valor catastral de los in­
muebles, a lo que afecta sustancialmen­
te es al Impuesto sobre Bienes Inmue­
bles y al Impuesto sobre el Incremento 
de Valor de los Terrenos de Naturaleza 

Urbana, puesto que constituye la base 
imponible del primero y determina la 
base imponible del segundo, tiene, sin 
embargo, incidencia derivada en otras 
figuras tributarias (básicamente en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y en el Impuesto sobre el Patri­
monio). 

Como ya se ha dicho, el valor catastral 
será como máximo la mitad del valor de 
mercado actual del bien, es decir, de su 
valor real. Y este valor real es uno de los 
elementos que se consideran indicador 
de la capacidad tributaria del contribu­
yente. Bajo este supuesto, ¿quién podrá 
negar que la manera más justa de distri­
buí r el «coste del servicio público» es 
hacerlo en función de la capacidad de 
pago de los ciudadanos? ¿O es que aca­
so es más justo a nivel social, que una 
persona que compra una casa hoy re­
fleje su precio de adquisición (es decir, 
el valor real del bien) y otra que la ad ­
quirió hace diez años refleje un valor 
catastral que, si no está actualizado, re­
p resenta un p orcentaje prácticamente 
despreciable del valor real del bien? 
¿Alguien puede, en conciencia tributa­
ria, protestar porque la Administración 
le ponga de manifiesto que, en términos 
de equidad tributaria y por tanto de so­
lidaridad social, su capacidad de pago 
implica una valoración adecuada de sus 
bienes7 

Así pues, una revisión catastral com­
p orta, como fruto básico, un incremen­
to de la ética distributiva del coste fiscal. 
Ceteris paribus, lo que realmente impli ­
ca sólo es una mejor distribución social 
de la presión impositiva. No cabe duda 
de que en la medida en que se perfilen 
mejor las capacidades de pago de los 
contribuyentes y afloren otras nuevas, 
habrá menos injusticia tributaria. A ello 
es a lo que contribuye la revisión catas­
tral , a un repa rto más equitativo de la 
carga tributaria. 

Nuevo marco normativo 
No obstante, para que la revisión ca­

tastral, a pesar de su coste administrati-

vo, y del beneficio social que de ella se 
deriva, no provoque un impacto gravo­
so en los contribuyentes, el Estado ha 
creado un marco normativo que permi­
te compensar, en gran medida, los efec­
tos económicos que podrían derivarse 
de una revisión. 

• Así, en lo que respecta al IBI (que es 
el impuesto en el que, realmente, un in­
cremento del valor catastral podría tener 
una repercusión inmediata y significati­
va) se ha establecido la posibilidad de 
que, en los municipios donde entren en 
vigor revisiones catastrales, los Ayunta­
mientos respectivos puedan reducir el 
tipo impositivo, durante un período de 
tiempo de seis años, hasta el nivel del 
periodo de 0,1 %. Esto significa que los 
Ayuntamientos pueden anular comple­
tamente cualquier incremento de pre­
sión fiscal derivada de cualquier incre­
mento de valores catastrales. Basta con 
disminuir suficientemente el tipo de 
gravamen. Si el Ayuntamiento compen­
sa el incremento de valores catastrales, 
lo que se habrá producido con la revi­
sión es sólo una más justa distribución 
de la carga fiscal existente y, por tanto, 
un aumento de la equidad distributiva 
del impuesto. Pagarán relativamente 
más los propietarios de inmuebles rela­
tivamente más «subvalorados» antes de 
la revisión, y relativamente menos, los 
propietarios de bienes cuyo antiguo va­
lor catastral se situaba más próximo al 
valor real del bien. 

La capacidad de maniobra de los Ayun­
tamientos es tanto mayor cuanto más ele­
vado sea el tipo impositivo existente antes 
de la revisión. Por razones evidentes, el ti­
po será tanto más alto cuanto más alejados 
se encuentren los valores catastrales res­
pecto a los valores de mercado de los in­
muebles, aunque no puede descartarse 
que el Ayuntamiento, por debilidad de in­
gresos u otras causas, haya tenido que es­
tablecer una presión fiscal relativamente 
alta en este tributo. 

De lo expuesto se deduce que el ins­
trumento j urídico creado (la posibili­
dad de rebajar los tipos impositivos 
cuando se efectúa una revisión) es com-
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pletamente adecuado, dado que la revi­
sión de valores en ningún caso implica 
incremento de presión fiscal si el Ayun­
tamiento no lo desea. Queda claro, por 
consiguiente, que el aumento de las 
cuotas del IBI no son consecuencia de 
las revisiones catastrales, sino de la vo­
luntad política del Ayuntamiento que, 
por otra parte, es el competente en la 
materia. Un Ayuntamiento que desee 
recaudar más a través del IBI no necesi­
ta una revisión catastral, le basta con 
elevar el tipo impositivo del tributo. 

• En lo que se refiere a los impuestos 
estatales IRPF y Patrimonio, la compensa­
ción de los posibles efectos tributarios 
derivados de la revisión se ha instru­
mentado, en el IRPF, a través de la reduc­
ción del coeficiente aplicable para cuan­
tificar los rendimientos íntegros del ca­
pital inmobiliario que, en caso de que el 
inmueble esté afectado por una revisión 
catastral, disminuye del 2 al 1,3%. En el 
Impuesto sobre el Patrimonio, a través 
de la elevación del mínimo exento, de 
forma que de la base imponible de este 
impuesto quedan sin tributación 1 7 
millones de pesetas, en lugar de los 15 
millones de exención general. 

Como síntesis de este apartado po­
demos concretar los siguientes aspec­
tos: 

• los incrementos de valores catas­
trales no son incrementos de presión 
fiscal. Lo que paga el contribuyente es la 
cuota del impuesto. Esta cuota es el re­
sultado de girar sobre la base imponible 
del tributo el tipo de gravamen; 

• por otra parte, para que resulte ma­
nifiesto que el objeüvo de la revisión ca­
tastral no es una subida de impuestos, si­
no producir en el sistema una mayor jus­
ticia distributiva, el Estado ha dotado a 
las haciendas correspondientes (Estatal 
y Municipal) de instrumentos que ha­
cen posible aislar la revisión catastral de 
sus efectos tributarios. 

• De igual modo se permite que los 
Ayuntamientos (que son los que tienen 
la competencia de este tributo) puedan 
operar con el tipo impositivo para dis­
minuir, aumentar o mantener igual la 

cuota global del impuesto. Ello significa 
que, con revisión catastral o sin ella, los 
Ayuntamientos, en uso de su autonomía, 
son los únicos responsables del aumen­
to de la presión fiscal derivada del IBI. 
No obstante, dada la disparidad de mu­
nicipios, la Ley Reguladora de las Ha­
ciendas Locales estableció unos límites 
máximo y mínimo a la modificación de 
los tipos impositivos, y un tipo general 
de gravamen (0,4%). 

• El margen de maniobra municipal 
ha sido ampliado en sucesivas leyes pa­
ra cuando se produce una revisión ca­
tastral, al objeto de neutralizar, si se de­
sea, el incremento de carga tributaria 
global que podría derivarse de la revi­
sión. 

• Finalmente, el valor catastral tam­
bién tiene incidencia en lo que respecta 
a los impuestos estatales, y aunque esta 
incidencia es, exclusivamente, la deri­
vada de un aumento de la equidad del 
sistema, también se han creado meca­
nismos compensadores en la línea que 
antes hemos comentado. 

Resultados obtenidos del 
Plan de actualizaciones 
del Catastro Urbano: un 
prüner balance 

Una vez realizado el análisis en el que 
he intentado dar respuesta a las posibles 
preguntas que el ciudadano puede ha­
cerse al recibir la notificación del nuevo 
valor catastral, pasemos en esta segunda 
parte del artículo a analizar, lo más deta­
lladamente posible, los resultados obte­
nidos en los tres años de vigencia del 
Plan de accualizaciones del Catastro Ur­
bano, para finalizar con una aproxima­
ción al proceso de revisión en marcha. 

Transcurridos más de tres años des­
de la puesta en marcha del Plan de ac­
tualízaciones del Catastro Urbano que 
viene desarrollándose, como antes he 
apuntado, por la Dirección General del 
CGCCT, resulta ya posible obtener al­
gunas conclusiones, a modo de primer 
balance provisional, que nos permitan 

conocer en qué medida se han ido cum­
pliendo los objetivos que con dich o 
Plan se pretendían alcanzar. 

Primera fase: municipios revisados 
en el año 1993 

Las actualizaciones catastrales que 
concluyeron en 1993 incidieron sobre 
1.222 municipios y un total de 1.839.037 
nuevas unidades urbanas., incorporán­
dose al Catastro 374.656 unidades ur­
banas que hasta entonces no estaban 
registradas. Ello significa que frente al 
parque existente en estos municipios en 
l 993, un 25,6% más de unidades urba­
nas entran en tributación en 1994. El in­
cremento de valor medio por unidad ur­
bana, op erado como consecuencia de la 
revisión, ha sido del 116, 1 %, pasando de 
l.514.331pesetasa3.272.429. Este cre­
ci miento se explica porque la práctica 
totalidad de los municipios revisados 
contaban con valores catastrales abso­
lutamente desfasados de los respectivos 
valores de mercado. Dichos municipios 
no habían sido objeto de actualización 
catastral desde los años 1973 y 197 4, es 
decir, eran municipios que se encontra­
ban en fase de implantación del catastro 
siendo, en general, municipios peque­
ños y de poca riqueza urbana. Una vez 
revisados los municipios, los valores 
catastrales medios presentan la siguien­
te distribución: el 75% de los mismos 
son inferiores a l .802.000 ptas., el 50% 
menores que 966.100 ptas. y el 25% es­
tá bien por debajo de 608.000 ptas. 

finalmente hay que destacar que, el 
90% de los municipios objeto de esta re­
visión posee valores catastrales medios 
inferiores a 2.900.000 ptas; valores me­
dios entre 3 y 5 millones presentan 82 
municipios, y 33 más ofrecen valores 
comprendidos entre 5 y 10 millones. 

Segunda fase: municipios revisados 
en el año 1994 

la revisión catastral llevada a cabo en 
1994 ha afectado a 153 municipios ( ob­
viamente, distintos de los revisados en 
1993) y a un total de 1.202.831 unidades 
urbanas. Entre estos municipios pueden 



destacarse las capitales de Cáceres, Cór­
doba, Santa Cruz de Tenerife, Valladolid y 
una fase de Barcelona y las siguientes ciu­
dades, que poseen más de 20.000 unida­
des urbanas: Almonte, Costada, Jávea, 
Paterna, Salou, San Cugat del Vallés, Sue­
ca y Villarreal de los Infames. 

Como efectos relevantes de la revisión 
se pueden destacar los siguientes: se han 
incorporado al Catastro 83.528 unida­
des urbanas no registradas con anterio­
ridad, lo que supone que en 1995 han 
entrado en tributación un 7,5% más de 
unidades que en 1994; el incremento de 
valor catastral medio por unidad urbana 
ha sido del 71,2%, pasando este valo r, 
para el conjunto de los municipios revi­
sados, de 2.956.556 ptas., a 5.062.981 
ptas; una vez revisados, los valores me­
dios por unidad urbana presentan la si­
guiente distribución: el 25% de los mis­
mos son inferiores a 2.305.000 ptas., el 
50% no alcanza los 3.186.000, y por de­
bajo de 5.000.000 se encuentra el 75%. 
Finalmente, el 97,4% de los municipios 
poseen valores catastrales medios infe­
riores a 10.000.000. 

Comparación de los dos procesos 
de revisión 

La comparación de los procesos de 
revisión llevados a cabo en 1993 y 1994 
permite poner de manifiesto que las re­
visiones efectuadas en estos dos años 
han comportado caracterís ticas bien 
diferentes tanto por el tipo de munici­
pios sometidos a revisión, como por el 
número de los mismos. Así en 1993 son 
1.222 municipios (todos ellos peque­
ños y de poca riqueza urbana) los que 
sufren el proceso , mientras que en 
1994 el número desciende notab le­
mente, sólo 153. Se trata de municipios 
grandes que incluyen 8 ciudades de 
más de 20.000 unidades urbanas y 4 
capitales de provincia. Por ello, a pesar 
de la disparidad del número, el conjun­
to de unidades urbanas que se actuali­
zan sólo difieren en unas 600.000. 

Por otra parte, hay que señalar tam­
bién, que los municipios revisados en 
1993 no habían sido objeto de actualiza-

ción catastral desde principios de los 
años 70. Eran, por tanto, municipios que 
se encontraban en lo que hemos venido 
denominando «fase de implantación 
catastral», lo que explica no sólo que 
sus unidades urbanas contaban con va­
lores catastrales muy desfasados de los 
respectivos valores de mercado, si no 
que existiese un número significativo 
de unidades (el 25,6% del parque co­
nocido ames de la revisión) que no es­
taba registrado catastralmente. 

La revisión de 1994 por el contrario, 
afectó a municipios en los que ya se ha­
bía realizado un primer proceso de re­
visión. Ello justifica tanto el relativo me­
nor número de unidades incorporadas 
por primera vez a tributación (sólo el 
7,5% del parque), como el menor in­
cremento de valor catastral que, en tér­
minos generales, han sufrido estos mu­
nicipios (el 71,2%, frente al 116, l % de 
los municipios revisados en 1993). 

Finalmente, las distintas característi­
cas de los municipios sometidos a revi­
sión en estos dos procesos también se 
pone de manifiesto si se compara la 
presión fiscal nominal que por término 
medio recae sobre los mismos. Los mu­
nicipios actualizados en 1993 soportan 
una cuota media por unidad urbana 
que no alcanza las 7.000 ptas., mientras 
que los de 1994 giran en tomo a las 
20.000. Además, la disparidad entre 
cuotas es mucho mayor en los munici­
pios revisados en 1993 que en los que 
sufrieron la revisión en 1994. Tocio ello 
se explica, entre otras cosas, no sólo por 
la más elevada riqueza urbana de estos 
últimos municipios revisados, sino 
también, por la relativa mayor homoge­
neidad en cuanto a su tipología inmobi­
liaria. 

la respuesta social ante las 
revisiones catastrales 

El modelo descrito y puesto en mar­
cha en estas dos revisiones, muestra có­
mo su orientación conlleva a dotar de 
justicia distributiva la imposición que 
recae sobre los inmuebles . No es un 
modelo, por tanto, diseñado para incre-

mentar la recaudación, ni la derivada de 
los tributos locales ni la que procede de 
otros tributos, sino que está inspirado 
en los principios de equilibrio, gradua­
lidad y moderación. 

Estas tres características han sido en­
tendidas por la sociedad y prueba de 
ello es la práctica ausencia de conílictos 
que ha acompañado a las revisiones lle­
vadas a cabo en 1993 y 1994 (2). 

Así , respecto a la revisión de 1993 
los recursos de reposición presentados 
ascendieron a 101.923, lo que significa 
que del conjunto de unidades urbanas 
revisadas sólo sob re el 5% de las mis­
mas se formularon alegaciones, que no 
en todos los casos consistió en un desa­
cuerdo con el valo r catastral asignado a 
la vivienda. Estos datos son aún más 
bajos en la revisión efectuada en 1994. 
En este caso, el número d e recursos 
presentados alcanzó la cifra de 48.632, 
lo que afecta sólo al 4,0% de las unida­
des urbanas revisadas. 

Tercera fase : situación actual del 
proceso de revisión 

Con la misma filosofía descrita en los 
apartados anteriores, en cuanto a los 
procesos de revisiones catasuales lleva­
dos a cabo en los años 1993 y 1994, se 
está ejecutando el proceso de revisión 
ele este último año, que surtirá efectos 
en 1996. Aunque resulta prematuro a 
estas fechas de cierre del artículo apor­
tar datos, aún provisionales, de los re­
sultados ele esta tercera fase del Plan y, 
siguiendo los calendarios establecidos 
para este tipo de procesos, sí se puede 
aportar ya alguna información que per­
mita distinguir esta fase de las ejecuta­
das con anterioridad. 

En cumplimiento del plazo estableci­
do en la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, se han aprobado por la Direc­
ción General y publicado en los respecti-

(2) Ver el artículo «Percepción social del ca­
tastro y de las rev1swnes catastrales: mterpreta­
c1ón soc10lógica de las acmudes ante una refor­
ma» de Daniel Kaplún en este mismo número de 
la revista. 
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vos Boletines Oficiales, las Ponencias de 
valores correspondientes a 283 munici­
pios, que incluyen 3.000.000 unidades 
urbanas. Del conjunto de municipios in­
cluidos en esta fase, cabe destacar la pre­
sencia de un número importante de ca­
pitales de provincia y de otros tantos mu­
nicipios de más de 20.000 unidades 
urbanas. 

Asímismo, a lo la rgo de los meses de 
julio y agosto los distintos Ayuntamien­
tos han ido aprobando, al tiempo que 
han minorado, los nuevos tipos imposi­
tivos del Impuesto sobre Bienes Inmue­
bles que com pensarán los incrementos 
de valor catastral. Dichos tipos imposi­
tivos han sido notificados a las distintas 
Gerencias Territoriales las cuales han 
procedido a la impresión de las notifi­
caciones individuales, habiéndose ini­
ciado ya el reparto de las mismas en 
prácticamente la totalidad de los muni­
cipios incluidos en esta fase del Plan. 

Conclusiones 
En las líneas anteriores hemos inten­

tado exponer, de manera resumida, los 
principios ideológicos que vertebran el 
Plan de actualizaciones del Catastro Ur­
bano que venimos ejecutando desde 
1993, así corno los resultados obteni­
dos en los dos primeros años de su apl i­
cación. Nos queda, por tanto, evaluar 
dichos resultados, asumiendo de entra­
da que dicha evaluación ha de ser nece­
sariamente parcial e interesada. 

Si nos fijamos en el elemento cuanti­
tativo, los resultados son netamente fa­
vorables, tanto en lo que respecta al nú­
mero de municipios como de unidades 
revisadas. 

Asimismo, la misma conclusión cabe 
obtener respecto a la evolución de los 
valores catastrales y su reubicación en 
tomo al 50% del valor de mercado de 
los bienes revisados. 

Es, sin embargo, en la evaluación 
cuantitativa de los trabajos realizados, 
donde entendemos que se han alcanza­
do unos resultados más satisfactorios. 
Así, en el ámbito siempre delicado de 

las re laciones Catastro-Municipios, el 
modelo descrito aporta un ejemplo vi­
vo de eficacia derivada de una buena 
coo rdinación interadministrativa. El 
juego que desarrollan ambas Adminis­
traciones en el proceso, basado en el 
mutuo respeto a las competencias pro­
pias de cada una de las partes, ha s ido 
una pieza clave determinante de los re­
sultados obtenidos. 

En la misma línea de análisis, y s itua­
dos ahora en Ja óptica del ciudadano, la 
conclusión final ha de ser igualmente 
favorable. Se han alcanzado los objeti­
vos de redistribución de la carga fiscal, 
y se ha avanzado notablemente en la 
búsqueda de una mejor equidad, y todo 
ello sin generar incrementos medios de 
la presión fiscal. Con toda seguridad 
ésas han sido las causas de que el pro­
ceso haya sido plenamente aceptado 
po r los ciudadanos. 

En definitiva, y para concluir, no nos 
queda más que afirmar que el proceso, 
tal y como ha sido d iseñado y está sien­
do ejecutado, cumple p lenamente los 
objetivos para los que fue concebido. 
Por tanto, con las correcciones de matiz 
que siempre serán necesarias, nuestra 
obligación fu tura no puede ser otra que 
seguir desarrollando el Plan de actuali­
zaciones del Catastro Urbano hasta ce­
rrar defi nitivamente el modelo, s itua­
ción que se producirá cuando el mismo 
incluya la totalidad de las aproximada­
mente 22 millones de unidades urba­
nas que actualmente constan en nues­
tras bases de datos. • 

M. ª José U ombart Bosch 
Directora General del Centro de Gestión 

Catastral y Cooperación Tributaria 
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